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TEMA 5 

1 La Sociedad de la Información. La Ley 5912003 de firma electrónica. La Ley 3412002 de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico. 

NOTA: Todas las referencias al Ministerio de Ciencia y Tecnología se entenderán como Ministerio de 
Industria. 

La Sociedad de la Información es el resultado de la transformación de la sociedad como conse- 
cuencia de la incorporación de las modernas tecnologías de la Información y las Teleco~nunicaciones 
a todos los agentes sociales. El objetivo del Gobierno ha de ser impulsar su desarrollo para alcanzar 
una sociedad más justa, culta y rica. La Unión Europea ha sido uno de los principales promotores de 
la Sociedad de la Información. Algunas de sus aportaciones son: 

* El Informe Bangemann sobre la Sociedad de la Información de 1994, que dio lugar al plan «Eu- 
ropa en marcha hacia la Sociedad de la Información», que incluía medidas políticas sobre liberali- 
zación de las telecomunicaciones, el marco regulador, las redes y los servicios, los aspectos socia- 
les y culturales, y las actividades de promoción y sensibilización que hoy están siendo realizadas. 

A finales de 1996 la Comisión presentó la Comunicación sobre «Europa a la vanguardia de la 
Sociedad de la Información: Plan de actuación móvil», para: 

1. Mejorar las condiciones de las empresas. 

2. Invertir en educación. 

3. Atender la dimensión humana. 

4. Impulsar la internacionalización de la Sociedad de la Información. 

En la cumbre de Helsinki, la Comisión presentó la iniciativa eEurope, de impulso a la sociedad 
de la información. 
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La iniciativa privada también debe jugar un papel decisivo, pero el Gobierno es consciente de su 
papel para asegurar que los resultados sean beneficiosos para el conjunto de la sociedad. En las econo- 
mías de mercado, la Sociedad de la Información se ha desarrollado con gran rapidez, en buena medida 
gracias a La innovación del sector pt?vado y al crecimiento de las industrias de la Sociedad de la Infor- 
mación (productores de infraestruct~~ras, servicios y contenidos). Las Administraciones públicas han 
de velar para que las fuerzas de mercado no lleven a situaciones injilstas y para que se alcance un de- 
sarrollo sostenible y armónico a medio plazo, y por otra parte deben crear un marco adecuado para es- 
timular el desarrollo de la Sociedad de la Información favoreciendo las inversiones, la creación de em- 
presas y la adquisición de conocimientos. Los principios que rigen sus actuaciones son: 

1. Proveer el marco rsgulatorio propicio. 

2. Estimular el desmollo de las infraestructuras para implementar la Sociedad de la Información. 

3. Adoptar, en el ámbito de la Administración del Estado, las Tecnologías de la Sociedad de la 
Información (TSI) en beneficio de ciudada~ios y empresas. 

4. Promover la generación y desarrollo de las TSI por las industrias de la Sociedad de la Infor- 
mación. 

5 .  Fomentar ta adopción y el uso generalizado de las TSI por Ias empresas, especialmente las PYME. 

6. Sensibilizar a los ciudadanos sobre las ventajas del uso generalizado de las Tecnologías de la 
Sociedad de 1a Información. 

7. Asegurar que los beneficios de la Sociedad de la Información se extiendan a todos los ciudadanos. 

El Consejo de Ministros aprobó a propuesta del Ministerio de Ciencia y Tecnología, un plan de 
actuaciones para e1 desai~ollo de la Sociedad de la Informacjón, que se conoce como España.es. Se 
trata de un conjunto de acciones y proyectos concretos que representarán un importante impulso para 
el desarrollo de la Sociedad de la Información en España. El plan tendrá una vigencia de dos años 
(2004-2005) y nace siguiendo las directrices estratégicas de la ll'mada Comisión Soto, una comisión 
de expertos creada en noviembre por el Gobierno con el fin de analizar la problemática que el desarro- 
llo de la Sociedad de la Información conlleva, tanto para el tejido empresarial como para la sociedad 
en general. 

El Ministerio de Ciencia y Tecnologia ha podido constatar, tras analizar los resultados de la Co- 
misión Soto, el hecho de que uno de los principales problemas para el desarroIIo de la Sociedad de la 
Información en nuestro país es la falta de interés y formación por parte de los ci~idadanos en acceder a 
estos servicios, falta de interés que se debe en parte al desconocimiento y en parte a la falta de atracti- 
vo de los servicios ofertados. Así, dando respuesta a las necesidades planteadas, Espa6a.e~ presenta 
actuaciones concretas que contarán con sus presupuestos específicos, con implicación de todos los 
Ministerios y con el apoyo técnico de la entidad empresarial Red.es, dependiente del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. 

En este sentido, el Programa de Actuaciones se centra en un doble frente simultáneo: por un lado 
favorecer la demanda de conexión de la población a las nuevas tecnologías; y por otro, mejorar la 
oferta de infraestructuras, contenidos y servicios que incentiven dicha conexión. 
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Estos dos frentes, unidos a la necesidad de conectar a la pequeña y mediana empresa (pyme) con 
las nuevas tecnologías, son las tres grandes líneas rectoras del Programa de Actuaciones: 

l .  Reforzar la oferta de contenidos y servicios que favorezcan la demanda. 

2. Mejorar la accesibilidad en sentido amplio, ofreciendo puntos de acceso público, y haciendo 
un esfuerzo en formación y comunicación de las ventajas de la Sociedad de la Información. 

3. «Conectar» a la pyme, aumentando su relación de negocio a través de Internet con el fin de 
que pueda acceder a servicios de la Sociedad de la Información, con las consiguientes mejoras 
en productividad y con ello crecimiento económico que ello supondría. 

Estas tres grandes líneas se agrupan en seis áreas de actuación que forman el Programa como tal, 
clasificadas en dos bloques, un primer bloque con tres áreas de actuación de carácter vertical que ata- 
can a segmentos concretos, y otro segundo bloque con tres de carácter horizontal que se dirigen a toda 
la población en general: 

administración.es: se trata de la primera fase de implantación e impulso de la Administración 
Electrónica en la Administración General del Estado. 

educación.es: se producirán inversiones en tecnologías de la información (TIC) en colegios e 
institutos públicos españoles en tres grandes líneas: infraestructuras, equipos para docentes y 
contenidos. 

* pyme.es: programa para la integración en tecnologías de la información de la pequeña y 
mediana empresa española de aquellos sectores menos integrados en la Sociedad de la In- 
formación. 

navega.es: busca conseguir la integración en la Sociedad de la Información de aquellos ciuda- 
danos actualmente no conectados, en dos líneas de actuación: creación de telecentros (centros 
de acceso público a Intemet con diversas funcionalidades añadidas); acciones de formación ca- 
nalizadas a través de una fundación. 

* contenidos.es: se divide en dos actuaciones: patrimoni0.e~: digitalización del patrimonio histó- 
rico español y su difusión y explotación; y seguridad.es, que engloba otras iniciativas en rela- 
ción con los contenidos digitales. 

* comunicación.es: se realizará una campaña de comunicación a través de tres grandes esfuerzos: 
creación de una marca, campañas informativas con el fin de resaltar las ventajas de la Sociedad 
de la Información y campañas de difusión de las actuaciones del programa. 

El coste inicial del plan rondará los 1 .O29 millones de euros, con participación de la Administra- 
ción General del Estado (63%), Comunidades Autónomas (26%) y sector privado (11%). De las seis 
líneas de las que consta el programa, las tres verticales (Administración electrónica, Educación, y Py- 
mes) se llevan el 54 por 100 del total de la inversión, con 553 millones de euros, mientras que las tres 
horizontales (accesibilidad y formación, contenidos, comunicación) abarcan el 46 por 100 restante equi- 
valente a 476 millones de euros. La actuación con mayor inversión es Educación con el 23 por 100 del 
total, 241 millones de euros, seguida de accesibilidad y formación, y contenidos digitales con 240 y 
220 millones de euros respectivamente. 
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El objetivo de esta actuación es dar un impulso definitivo a la Administración Electrónica que fa- 
vorezca la plena integración de las Nuevas Tecnologías a la prestación de servicios públicos como fac- 
tor fundamental para el desarrollo de la Sociedad de la Información en nuestro país. La Administra- 
ción Electrónica supone una oportunidad histórica para avanzar hacia un mejor gobierno de1 Estado, 
mejorando Ia eficiencia y ofreciendo un mejor servicio al ciudadano. Se trata de desarrollar un modelo 
centrado en el usuario independiente de la complejidad administrativa. EI usuario accede a todos los 
servicios de las administraciones a través de un punto de comunicacióni único. 

Para la consecución de estos objetivos, 10s Ministerios de Ciencia y Tecnología y de Administra- 
ciones Públicas han desmollado una estrategia para la implantación de la Administración Electrónica 
que contempla, en primer lugar, un Plan de Choque (presentado en mayo) estructurado en cuatro gran- 
des ejes de actuación que recogen 19 medidas que deberán materializarse durante los próximos dos 
años y que tienen una amplia repercusión en Ia calidad de vida de los ciudadanos: 

Facilitar el acceso público a los usuarios (DNI electrónico, puntos de acceso a intemet gratui- 
tos en las oficinas de registro y atención al público). 

* 'Impulsar el desarroilo de servicios para los usuarios (servicios públicos básicos establecidos 
por Ia UNE, crxtas de servicios electrónicas, perfeccionamiento del Portal del Ciudadano, uso 
de lenguas cooficiales e internacionales en las páginas webs de la Administración, accesibili- 
dad a las personas con discapacidad, forrnuIarios, registros y notificaciones telemáticas, pagos 
vía Internet). 

Facilitar el intercambio de información entre las Administraciones públicas (intercambio de 
certificados celemáticos y transmisiones de datos, Portal de servicios para las Entidades Loca- 
les, integración de las Nuevas Tecnologías en fa comunicación interna de la Administración). 

Apoyar la reorganización interna de las Administraciones públicas (impulso al Portal del Em- 
pleado Público, reforma del Consejo Superior de Informática, coordinación de las Administra- 
ciones Territoriales, revisión de los procedimiez~tos administrativos para su prestación por vía 
telemática, apoyo técnico a los distintos Ministerios, archivo de documentación electrónica). 

El Ministerio de Administraciones públicas liderará el esfuerzo a través del Consejo Superior de 
Informática y Administración Electrónica (CSIAE) y una Conferencia sectorial como órgano de coo- 
peración con las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales. Ciencia y Tecnología, a través de 
la Entidad Pública Empresarial Red.es, desarrollará servicios comunes y ofrecerá el apoyo técnico ne- 
cesario para la implantación. 

El objetivo de esta actuación es mejorar el sistema educativo integrando las Tecnologías de la In- 
formación como herramienta habitual en el proceso de enseñanzalaprendizaje. Para ello, se proponen 
tres actuaciones que afectxán a infraestructuras, al sector docente y a los contenidos educativos: 

* Acceso inalámbrico y un proyector en las 53.000 aulas de los 6000 centros públicos de secun- 
daria y FP grado superior y medio españoles. 
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Dotar al docente de los medios y la formación necesarios: equipar con ordenador portátil a los 
140.000 docentes de secundaria y FP, herramientas y contenidos de formación para todos los 
docentes. El proyecto se realizará con la participación del Estado (Ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte y Red.es) y las Comunidades Autónomas. 

Portal educación.es con contenidos y servicios para la comunidad educativa (profesores, alum- 
nos y padres). Se desarrollará a través de Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y Red.es, 
en colaboración con sector privado y las Comunidades Autónomas. 

El objetivo de esta actuación es coordinar las actuaciones en tecnologías de la información en la 
pequeña y mediana empresa (pyme) de los distintos departamentos ministeriales, con una actuación 
integral (infraestructuras, servicios y formación), enfocando el esfuerzo hacia los segmentos más ne- 
cesitados. 

El Ministeno de Economía, con la colaboración de Ciencia y Tecnología, será el encargado de lide- 

J rar, diseñar y ejecutar la actuación. Una oficina técnica dará soporte y apoyo en todo lo que requieran. 

El programa de actuaciones incluye: 

El desarrollo de servicios y soluciones sectoriales innovadoras en colaboración con «prescrip- 
tores». Para ello, se alcanzarán acuerdos con asociaciones sectoriales y grandes empresas mo- 
vilizadoras y «discjplinadoras» de pymes (del sector de distribución, touroperadores, grandes 
empresas y gestorías entre otros). En este aspecto participará Ciencia y Tecnología a través del 
Plan Nacional I+D. 

Implantación de las soluciones en colaboración con asociaciones sectoriales. Este programa se 
desarrollará a través de los Ministeno de Economía (Plan Competitividad Pyme) y Ciencia y 
Tecnología (Arte-Pyme, Red.es). 

Asesoramiento, formación y comunicación, mediante la creación de la Fundación navega.es. 

3 
- Desarrollo de servicios de Administración Electrónica para pymes de uso obligatorio. 

Con este programa se pretende facilitar el acceso de todos los ciudadanos a los servicios de la So- 
ciedad de la Información, logrando la integración social y territorial de aquellos colectivos no integra- 
dos actualmente. 

Para ello, se articularán dos actuaciones: 

Telecentros: instalación de 2000 nuevos centros de acceso público a Internet en áreas rurales, 
con conexiones de banda ancha, llegando a todos los municipios de entre 500 y 10.000 habi- 
tantes. En este programa participará Red.es, el Ministerio de Administraciones Públicas, el Mi- 
nisterio de Agricultura, Pesca y Alimentación, las Com~~nidades Autónomas y las Corporacio- 
nes Locales. 

w 
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Formación e Integración Digital: creación de la Fundación navega.es para gestionar los progra- 
mas de formación. Se creará un foro al que podrá sumarse la iniciativa privada. Además se fo- 
mentará la accesibilidad de las páginas web para las personas con discapacidad, de manera que 
se tratará de eliminar totalmente cualquier tipo de barrera que frene el acceso a este colectivo. 

contenidos .es 

Los contenidos digitales son un elemento fundamental para dotar de utilidad a las redes de comu- 
nicaciones. E1 Estado tiene la responsabilidad de ofrecer a la sociedad los contenidos de titularidad 
pública y de promover un uso más seguro de Internet. Para ello, en este programa se ponen en marcha 
dos iniciativas: 

Patrimoni0.e~: programa de digitalización, difusión y explotación de elementos del Patrimonio 
histórico-artístico, coordinado por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte en colabora- 
ción con instituciones culturales. Se trata de contribuir a su conservación y catalogación, fo- 
mentando el turismo de calidad, y promoviendo su uso por la comunidad científica, académica 
y escolar. Su ejecución se extiende de 2004 a 2008. A esta actuación se suman Red.es, las Co- 
munidades Autónomas, el sector privado y los organismos culturales. 

Seguridad.es: el objetivo es fomentar la seguridzd y la econfianza: eDNI, Firma Electrónica, 
Centro de Alerta Aritivirus. Se realizarán filtrados de contenidos perjudiciales y se fomentarán 
contenidos para menores. 

Con el fin de asegurar el éxito del Programa y de cambiar la actitud de la sociedad frente a las 
tecnologías de la información y la comunicación, es necesaria una campaña que apoye a las actuacio- 
nes y ayude a crear la necesaria conciencia social de los beneficios de la Sociedad de la Información. 

La comunicación tendrá dos aspectos fundamentales: uno emociona¡, de concienciación y didác- 
tico, y otro con un sentido más explicativo e informativo de las actuaciones del Programa. En concreto 
se articulará en: 

Creación de una marca, para todas las actuaciones. Deberfa contar con un nombre. un lema y 
una identidad visual. 

Campaña general que englobe todo el plan y campañas especificas de información para cada 
una de las actuaciones. 

E1 Ministerio de Ciencia y Tecnología será el responsable global de la actuación, con el apoyo 
técnico de Red.es en la contratación y gestión de las agencias de publicidad implicadas. 

La Entidad Pública Empresarial Red.es, adscrita al Ministerio de Ciencia y Tecnología a través 
de ia Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, tiene Iegal- 
mente encomendadas una serie de funciones con el objeto de contribuir al desarrollo de las teiecornu- 
nicaciones y la sociedad de la información en nuestro país. 

Red.es tiene asignada la gestión del registro de nombres de dominio de Internet bajo e1 código de 
país correspondiente a España «.es», que incluye todas las hnciones relacionadas con Ia tramitación 
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lr> 
de solicitudes y asignación de dominios de acuerdo con la normativa correspondiente, así como la rea- 
lización de las funciones técnicas necesarias para garantizar el correcto funcionamiento del sistema de 
dominios en España y en la red global de Intemet, participando en los organismos internacionales que 
coordinan de la gestión del sistema de nombres de dominio. 

Se ha previsto la creación del Observatorio de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la In- 
formación, como órgano colegiado de carácter consultivo adscrito a Red.es, al que le corresponderá el 
seguimiento y el análisis del sector de las telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información. En el 
Observatorio participarán las diferentes administraciones públicas, las principales organizaciones empre- 
sariales del sector, usuarios, sindicatos, colegios profesionales y expertos de reconocido prestigio. 

Asimismo se ha encomendado a Red.es el asesoramiento a la Administración General del Estado 
en el ámbito de las telecomunicaciones y la sociedad de la información, estando prevista la realización 
de estudios e informes que puedan ser de utilidad para los diferentes organismos administrativos en el 
ejercicio de sus competencias. 

Red.es va a destinar importantes recursos al ejercicio de la función genérica que la Ley le atribu- 

1 ye de fomento y desarrollo de la sociedad de la información. Se va a incluir la puesta en marcha de 
programas de difusión y extensión de las telecomunicaciones y la sociedad de la información, algunos 
de ellos cofinanciados con fondos europeos, iniciativas para fomentar el uso seguro de Internet, de las 
telecomunicaciones y de las tecnologías de la información por parte de ciudadanos y empresas, así co- 
mo la prestación de toda clase de servicios que contribuyan al conocimiento y la difusión de la socie- 
dad de la información. Las funciones de Red.es le han sido legalmente atribuidas en la Ley 14/2000. 

Programas en marcha. 

Internet en la Escuela. 

~Internet en la Escuela» tiene como objetivo fomentar el acceso a la Sociedad de la Información 
en el entorno educativo de las Comunidades Autcínomas de España. El programa cuenta con una in- 
versión estimada de 272 millones de euros, cofinanciados entre Red.es (136 millones de euros), las 
Comunidades Autónomas (121 millones de euros), el Ministerio de Ciencia y Tecnología (600.000 eu- 
ros) y el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte ( 14 millones de euros). 

Esta iniciativa se dirige a un total de 17.500 centros, 420.000 profesores y 5.400.000 alumnos 
que forman parte de las Enseñanzas Obligatorias (Primaria y ESO), Bachillerato y Formación Profe- 
sional en los centros financiados con fondos públicos. El programa ofrece conexiones a Internet de 
banda ancha, equipos informáticos, software educativo, etc. 

Internet en las Bibliotecas. 

El Ministerio de Ciencia y Tecnología y el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte han cele- 
brado el 30 de octubre de 2002 un Convenio Marco de Colaboración para la puesta en marcha del pro- 
grama «Internet en las Bibliotecas», con una inversión estimada total de 38 millones de euros, que se 
realizará en el periodo 2003-2005. 

Este programa se ofrece a las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales para que, en un 
esfuerzo conjunto y cofinanciado, se dé un impulso extraordinario al uso de las nuevas tecnologías en 
las bibliotecas públicas españolas. * BLOQUE IV 
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Las actuaciones comprendidas en el programa «I[ntemet en las Bibliotecas>>, son las siguientes: 

Desanrollar una red de puntos de acceso público a Intenet en todas las bibliotecas púbIicas. 

Esta actuación se desarrollará y cofinanciará por Red.es y por las Comuiiidades Autónomas, 
Corporaciones Locales y tiene por objeto instalar puntos de acceso público a Intemet en las 
4.056 bibliotecas públicas españolas, para que sus usuarios puedan acceder de manera gra- 
tuita a la Red. 

El programa representa una inversión total de 22 millones de euros, de los que Red.es aportará 
1 1,5 millones y las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales 103 millones. 

Las actuaciones previstas incluyen dotar a las bibliotecas de conexión a Internet a alta veloci- 
dad, instalación de una red de área local y dotación de equipos para conexión a Internet. 

Ea instalación de esta red de Puntos de Acceso Público a Irnternet contribuirá de manera impor- 
tante a la implantación de la Sociedad de la Información en nuestra país gracias a la gran ex- 
tensión geográfica de nuestras bibliotecas públicas. 

Los principales beneficiarios de «Intemet en las Bibliotecas» serán los ciudadanos de zonas ru- 
rales y pequeños municipios. 

Desanollar nuevos servicios, aplicaciones informáticas y herramientas de gesti6n para las bi- 
bliotecas. 

El Ministerio de Ciencia y Tecnología, a través de Ia iniciativa PISTA, está desarrollando un 
conjunto de aplicaciones infor~náticas de utilidad para las bibliotecas españolas, tanto para me- 
jorar la gestión bibliotecaria (sistemas de catalogación automática) como para facifirar el acce- 
so de los ciudadanos a Ios recursos bibliotecarios (buscador bibliotecario). Estas aplicaciones, 
una vez finalizadas, se pondrán a disposición de todas las bibliotecas españolas de forma gra- 
tuita. A estos proyectos se ha destinado una cantidad inicial de 600.000 euros. 

Mejorar la coordinación bibliotecaria de ámbito nacional y potenciar la implantación de nuevos 
servicios, a través del Poizal de las Bibliotecas Públicas Españolas y mediante la formación del 
personal de las bibliotecas. 

El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte dedicará más de 5 millones de euros anuales pa- 
ra mejorar la coordinación bibliotecaria y los servicios a sus usuarios mediante el uso de las 
nuevas tecnologías. 

dnternet Rural» es un programa dirigido a los municipios de zonas rurales, a través de las Dipu- 
taciones, Cabildos y Consejos insulares o,  en su caso, Comunidades Autónomas uniprovinciales, que 
movilizará más de 30 millones de euros y que tiene por objetivo llevar la banda ancha y el uso de las 
nuevas tecnologízs al inundo rural. 

Más de 3 millones de ciudadanos de 1 S00 municipios ruraies se beneficiarán de esta iniciativa, 
que se dirige de manera prioritaria a municipios que se encuentran fuera del área de cobertura de tec- 
nologn'as convenicionales de banda ancha (ADSL o cable). E1 programa incluye la coilectividad y todos 
los servicios de soporte y mantenimiento durante tres años. 
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T ,  La inversión estimada para el programa «Internet Rural» asciende a más de 30 millones de euros 
en el período 2002-2005, de los que la entidad pública Red.es aportará 11,3 millones de euros, el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 4 millones, el Ministerio de Ciencia y Tecnología 
0,6 millones y las Corporaciones Locales los 14 millones restantes. 

«Patrimonio.es» es un programa de digitalización del Patrimonio Histórico español que persigue 
garantizar la conservación, catalogación y difusión de una gran variedad de bienes que representan 
nuestro acervo cultural, científico y natural. Esta iniciativa nace con el propósito de difundir y preser- 
var el Patrimonio Histórico español a través de las oportunidades que ofrecen las nuevas tecnologías, 
permitiendo el acceso del mayor número posible de ciudadanos a estos bienes. 

«Patnmonio.es» permitirá, además, cumplir con otros objetivos, entre los que destaca impulsar el 
turismo cultura1, facilitar a la comunidad científica, académica y escolar el acceso a estos contenidos y 
fomentar la presencia en Internet de contenidos de calidad en español. 

J Red.es se hará cargo del diseño y puesta en marcha de este programa, para el que ha presupuesta- 
do una inversión propia de hasta 200 millones de euros durante el período comprendido desde el año 
2003 hasta 20 10. 

2. LA LEY 59/2003 DE LA FIRMA ELECTRÓNICA. 

Veamos primero una perspectiva global de esta ley: 

El desarrollo de la sociedad de la información y la difusión de los efectos positivos que de ella se 
derivan exige la generalización de la confianza de la ciudadanía en las comunicaciones telemáticas. 
No obstante, los datos más recientes señalan que aún existe desconfianza por parte de los intervinientes 
en las transacciones telemáticas y, en general, en las comunicaciones que las nuevas tecnologías permi- 
ten a la hora de transmitir información, constituyendo esta falta de confianza un freno para el desarrollo 
de la Sociedad de la Información, en particular, la Administración y el comercio electrónicos. 

Como respuesta a esta necesidad de conferir seguridad a las comunicaciones por Intemet surge, 
entre otros, la firma electrónica. La firma electrónica constituye un instrumento capaz de permitir una 
comprobación de la procedencia y de la integridad de los mensajes intercambiados a través de redes 
de telecomunicaciones, ofreciendo las bases para evitar el repudio, si se adoptan las medidas oportu- 
nas basándose en fechas electrónicas. 

Los sujetos que hacen posible el empleo de la firma electrónica son los denominados prestadores 
de servicios de certificación. Para ello expiden certificados electrónicos, que son documentos electró- 
nicos que relacionan las herramientas de firma electrónica en poder de cada usuario con su identidad 
personal, dándole así a conocer en el ámbito telemático como firmante. 

La ley obliga a los prestadores de servicios de certificación a efectuar una tutela y gestión perma- 
nente de los certificados electrónicos que expiden. Los detalles de esta gestión deben recogerse en la 
llamada declaración de prácticas de certificación, donde se especifican las condiciones aplicables a la 
solicitud, expedición, uso, suspensión y extinción de la vigencia de los certificados electrónicos. Ade- 
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más, estos prestadores están obligados a mantener accesible un servicio de consulta sobre el estado de 
vigencia de los certificados en el que debe indicase de manera actualizada si éstos están vigentes o si 
su vigencia ha sido suspendida o extinguida. 

Asimismo, debe destacarse que la ley define una clase particular de certificados electrónicos 
denominados certificados reconocidos, que son los certificados electrónicos que se han expedido 
cumpliendo requisitos cualificados en Io que se refiere a su contenido, a los procedimientos de com- 
probación de la identidad del firmante y a la fiabilidad y garantías de la actividad de certificación 
electrónica. 

Los certificados reconocidos constituyen una pieza fundamental de la llamada firma electrónica 
reconocida, que se define siguiendo las pautas impuestas en Ia Directiva 1999/93/CE como la firma 
electrónica avanzada basada en ~m certificado reconocido y generada mediante un dispositivo seguro 
de creación de firma. A la firma ejectrónica reconocida le otorga la ley la equivalencia funcional con 
la fima manuscrita respecto de los datos consignados en forma electrónica. 

Por otra parte, la ley contiene las garantías que deben ser cumplidas por los dispositivos de crea- 
ción de firma para que puedan ser considerados como dispositivos seguros y conformar así una firma 
electrónica reconocida. Para esta certificación se utilizarán las normas técnicas publicadas a tales efec- 
tos en el «Diario Oficial de las Comunidades Europeas» o, excepcionalmente, las aprobadas por el 
Ministerio de Ciencia y Tecnología. 

Una de las novedades que la ley ofrece es la denominación como f m a  electrónica reconocida de la 
firma electrónica que se equipara funcionalmente a la firma manuscrita. Se trata simplemente de la crea- 
ción de un concepto nuevo demandado por el sector. Con ello se aclara que no basta con la firma electró- 
nica avanzada para la equiparación con la firma manuscrita; es preciso que la firma electrónica avanzada 
estC basada en un certificado reconocido y haya sido creada por un dispositivo seguro de creación. 

Asimismo, es de destacar de manera particular, la eliminación del registro de prestadores de ser- 
vicios de certificación, que ha dado paso al establecimiento de un mero servicio de difusión de infor- 
mación sobre los prestadores que operan en el mercado, las certificaciones de calidad y las caracterís- 
ticas de los productos y servicios con que cuentan para el desarrollo de su actividad. 

Por otra parte, la ley modifica el concepto de certificación de prestadores de servicios de certifi- 
cación para otorgarle mayor grado de libertad y dar un mayor protagonismo a la participación del sec- 
tor privado en los sistemas de certificación y eliminando las presunciones legales asociadas a la mis- 
ma, adaptándose de manera más precisa a lo establecido en la directiva. Así, se favorece la autorregu- 
!ación de la industria, de manera que sea ésta quien diseñe y gestione, de acuerdo con sus propias ne- 
cesidades, sistemas voluntarios de acreditación destinados a mejorar los niveles técnicos y de calidad 
en la prestación de servicios de certificación. 

El nuevo régimen nace desde el convencimiento de que los sellos de calidad son un instrumento 
eficaz para convencer a los usuarios de las ventajas de los productos y servicios de certificación elec- 
trónica, resultando imprescindible facilitar y agilizar la obtención de estos símbolos externos para 
quienes los ofrecen al público. 

Otra modificación relevante es que la ley clarifica la obligación de constitución de una garantía 
económica por parte de los prestadores de servicios de certificación que emitan certificados reconoci- 
dos, estableciendo una cuantía mínima única de 3 millones de euros, flexibilizando además la combi- 
nación de los diferentes instrumentos para constituir la garantía. 
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0 Por otra parte, dado que la prestación de servicios de certificación no está sujeta a autorización 
previa, resulta importante destacar que la ley refuerza las capacidades de inspección y control del 
Ministerio de Ciencia y Tecnología, señalando que este departamento podrá ser asistido de entidades 
independientes y técnicamente cualificadas para efectuar las labores de supervisión y control sobre los 
prestadores de servicios de certificación. 

También ha de destacarse la regulación que la ley contiene respecto del DNI electrónico, que se 
erige en un certificado electrónico reconocido llamado a generalizar el uso de instrumentos seguros 
de comunicación electrónica capaces de conferir la misma integridad y autenticidad que la que ac- 
tualmente rodea las comunicaciones a través de medios físicos. La ley se limita a fijar el marco 
normativo básico del nuevo DNI electrónico poniendo de manifiesto sus dos notas más característi- 
cas -acredita la identidad de su titular en cualquier procedimiento administrativo y permite la firma 
electrónica de documentos- remitiéndose a la normativa específica en cuanto a las particularidades de 
su régimen jurídico. 

Asimismo, otra novedad es el establecimiento en la ley del régimen aplicable a la actuación de 
personas jurídicas como firmantes, a efectos de integrar a estas entidades en el tráfico telernático. Se 

) 
va así más allá de la regulación anterior, que sólo permitía a las personas jurídicas ser titulares de cer- 
tificados electrónicos en el ámbito de la gestión de los tributos. Precisamente, la enorme expansión 
que han tenido estos certificados en dicho ámbito en los últimos años, sin que ello haya representado 
aumento alguno de la litigiosidad ni de inseguridad jurídica en las transacciones, aconsejan la genera- 
lización de la titularidad de certificados por personas morales. 

En todo caso, los certificados electrónicos de personas jurídicas no alteran la legislación civil 
y mercantil en cuanto a la figura del representante orgánico o voluntario y no sustituyen a los cer- 
tificados electrónicos que se expidan a personas físicas en los que se reflejen dichas relaciones de 
representación. 

Como resortes de seguridad jurídica, la ley exige, por un lado, una especial legitimación para que 
las personas físicas soliciten la expedición de certificados; por otro lado, obliga a los solicitantes a res- 
ponsabilizarse de la custodia de los datos de creación de firma electrónica asociados a dichos certifica- 
dos, todo ello sin perjuicio de que puedan ser utilizados por otras personas físicas vinculadas a la enti- 
dad. Por último, de cara a terceros, limita el uso de estos certificados a los actos que integren la relación 
entre la persona jurídica y las Administraciones públicas y a las cosas o servicios que constituyen el giro 

3 o tráfico ordinario de la entidad, sin perjuicio de los posibles límites cuantitativos o cualitativos que pue- 
dan añadirse. Se trata de conjugar et dinamismo que debe presidir el uso de estos certificados en el tráfi- 
co con ias necesarias dosis de prudencia y seguridad para evitar que puedan nacer obligaciones incontro- 
lables frente a terceros debido a un uso inadecuado de los datos de creación de firma. El equilibrio entre 
uno y otro principio se ha establecido sobre las cosas y servicios que constituyen el giro o tráfico ordina- 
rio de la empresa de modo paralelo a cómo nuestro más que centenario Código de Comercio regula la 
vinculación frente a terceros de los actos de comercio realizados por el factor del establecimiento. 

Con la expresión «giro o tráfico ordinario» de una entidad se actualiza a un vocabulario más 
acorde con nuestros días lo que en la legislación mercantil española se denomina «establecimiento fa- 
bril o mercantil». Con ello se comprenden las transacciones efectuadas mediata o inmediatamente pa- 
ru !u rea!izztriór! de! n6cleo Se zctividx! de !a entidad y las actividades de gestión o administrativas 
necesarias para el desarrollo de la misma, como la contratación de suministros tangibles e intangibles 
o de servicios auxiliares. Por último, debe recalcarse que, aunque el «giro o tráfico ordinario» sea un 
término acuñado por el derecho mercantil, la regulación sobre los certificados de personas jurídicas no 
sólo se aplica a iiis sociedades mercantiles, sino a cualquier tipo de persona jurídica que quiera hacer 
uso de la firma electrónica en su actividad. 
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Por otra parte, siguiendo la pauta marcada por la Ley 34/2002, de servicios de la Sociedad de la 
Información y de comercio electrónico, se incluye dentro de la modalidad de prueba documental el so- 
porte en el que figuran Ios datos firmados electrónicamente, dando mayor seguridad jurídica a1 em- 
pleo de la f ima electrónica al someterla a las reglas de eficacia en juicio de Ia prueba documental. 

Además, debe resaltarse que otro aspecto novedoso de la ley es el acogimiento explícilo que se 
efectúa de las relaciones de representación que pueden subyacer en el empleo de la firma eiecirónica. 
No cabe duda que el instituto de la representación está ampliamente generalizado en el tráfico econó- 
mico, de ahí la conveniencia de dotar de seguridad juridica la imputación a la esfera jurídica del repre- 
sentado las declaraciones que se cursan por el representante a través de la f ima electrónica. 

Para ello, se establece como novedad que en la expedición de certificados reconocidos que admi- 
tan entre sus atributos relaciones de representación, ésta debe estar amparada en un documento públi- 
co que acredite fehacientemente dicha relación de representación así como la suficiencia e idoneidad 
de los poderes conferidos al representante. Asimismo, se prevén mecanismos. para asegurar el mante- 
nimiento de las facultades de representación durante toda la vigencia del certificado reconocido. 

Por último, debe destacarse que la ley permite que los prestadores de servicios de certificación 
podrán, con el objetivo de mejorar la confianza en sus servicios, establecer mecanismos de coordina- 
ción con los datos que preceptivamente deban obrar en los Registros públjcos, en particular, mediante 
conexiones telemáticas, a los efectos de verificar los datos que figuran en tos certificados en el mo- 
mento de la expedición de éstos. 

Dichos mecanismos de coordinación también podrán contemplar la notificación telemática por 
parte de los registros a los prestadores de servicios de certificación de las variaciones registrales pos- 
teriores. 

Una vez vista una perspectiva general, veamos Ios conceptos fundamentales de esta ley: 

Articulo 3. Firma electrónica, y docunze/ztosfirn.tados electrónicamente. 

1. La firma electrónica es el conjunto de datos en forma electrónica, consignados junto a otros o 
asociados con ellos, que pueden ser ~itilizdos como medio de identificación del firmante. 

2. La firma electrónica avanzada es la firma electrónica que permite identificar al firmante y de- 
tectar cualquier cambio ulterior de los datos firmados, que está vinculada al firmante de mane- 
ra única y a los datos a que se refiere y que ha sido creada por medios que el firmante puede 
mantener bajo su exclusivo control. 

3. Se considera firma electrónica reconocida la firma electrónica avanzada basada en un certifi- 
cado reconocido y generada mediante un dispositivo seguro de creación de firma. 

4. La firma electrónica reconocida tendrá respecto de los datos consignados en forma electrónica 
el mismo valor que la firma manuscrita en relación con los consignados en papel. 

5 .  Se considera documento electrónico el redactado en soporte electrónico que incorpore datos 
que estén firmados electrónicamente. 

6. El documento electrónico será soporte de: 
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Documentos públicos, por estar firmados electrónicamente por funcionarios que tengan le- 
galmente atribuida la facultad de dar fe pública, judicial, notarial o administrativa, siempre 
que actúen en el ámbito de sus competencias con los requisitos exigidos por la ley en cada 
caso. 

Documentos expedidos y firmados electrónicamente por funcionarios o empleados públicos 
en el ejercicio de sus funciones públicas, conforme a su legislación específica. 

Documentos privados. 

7. Los documentos a que se refiere el apartado anterior tendrán el valor y la eficacia jurídica que 
corresponda a su respectiva naturaleza, de conformidad con la legislación que les resulte apli- 
cable. 

8. El soporte en que se hallen los datos firmados electrónicamente será admisible como prueba 
documental en juicio. Si se impugnare la autenticidad de la firma electrónica reconocida, con 
la que se hayan firmado los datos incorporados al documento electrónico, se procederá a com- 
probar que por el prestador de servicios de certificación, que expide los certificados electróni- 
cos, se cumplen todos los requisitos establecidos en la ley en cuanto a la garantía de los servi- 
cios que presta en la comprobación de la eficacia de la firma electrónica, y en especial, las 
obligaciones de garantizar la confidencialidad del proceso así como la autenticidad, conserva- 
ción e integridad de la información generada y la identidad de los firmantes. Si se impugna la 
autenticidad de la firma electrónica avanzada, con la que se hayan firmado los datos incorpo- 
rados al documento electrónico, se estará a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

9. No se negarán efectos jurídicos a una firma electrónica que no reúna los requisitos de firma 
electrónica reconocida en relación a los datos a los que esté asociada por el mero hecho de 
presentarse en forma electrónica. 

10. A los efectos de lo dispuesto en este artículo, cuando una firma electrónica se utilice conforme 
a las condiciones acordadas por las partes para relacionarse entre sí, se tendrá en cuenta lo es- 
tipulado entre ellas. 

Artículo 4. Empleo de lafirma electrónica en el ámbito de las Adnzinistraciones pláblicas. 

1. Esta ley se aplicará al uso de la firma electrónica en el seno de las Administraciones públicas, 
sus organismos públicos y las entidades dependientes o vinculadas a las mismas y en las rela- 
ciones que mantengan aquéllas y éstos entre sí o con los particulares. 

Las Administraciones públicas, con el objeto de salvaguardar las garantías de cada procedi- 
miento, podrán establecer condiciones adicionales a la utilización de la firma electrónica en 
los procedimientos. Dichas condiciones podrán incluir, entre otras, la imposición de fechas 
electrónicas sobre los documentos electrónicos integrados en un expediente administrativo. Se 
entiende por fecha electrónica el conjunto de datos en forma electrónica utilizados como me- 
dio para constatar el momento en que se ha efectuado una actuación sobre otros datos electró- 
nicos a los que están asociados. 

2. Las condiciones adicionales a las que se refiere el apartado anterior sólo podrán hacer referen- 
cia a las características específicas de la aplicación de que se trate y deberán garantizar el 
cumplimiento de lo previsto en el artículo 45 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Estas condiciones se- 
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rán objetivas, proporcionadas, transparentes y no discriminatorias y no deberin obstaculizar la 
prestación de servicios de certificación al ciudadano cuando intervengan distintas Administra- 
ciones públicas nacionaies o del Espacio Económico Europeo. 

3. Las normas que establezcan condiciones generales adicionaies para el uso de la firma electró- 
nica ante la Administración General del Estado, sus organismos públicos y las entidades de.- 
pendiefites o vinculadas a las mismas se dictarán a propuesta conjunta de los Ministerios de 
Administraciones Públicas y de Ciencia y Tecnologfa y previo informe del Consejo Superior 
de Informática y para el impulso de la Administración Electrónica. 

4. La utilización de la firma electrónica en las comunicaciones que afecten a la información 
clasificada, a la seguridad pública o a Ia defensa nacional se regirá por su normativa espe- 
cífica. 

Articulo 5. Régimen de prestación de los seri)icios de certificación. 

1. Ea prestación de servicios de certificación no está sujeta a autorización previa y se realizará en 
régimen de libre competencia. No podrán establecerse restricciones para los servicios de certi- 
ficación que procedan de otro Estado miembro del Espacio Económico Europeo. 

ArticuIo 6.  Concepto de certificado electrdnico y defir~nante. 

1. Un certificado electrónico es un documento firmado electrónicamente por un prestador de ser- 
vicios de certificación que vincula unos datos de verificación de firma a un firmante y confir- 
ma su identidad. 

2. El firmante es la persona que posee un dispositivo de creación de filma y que actúa en nombre 
propio o en nombre de una persona física o jurídica a la que representa. 

Articulo 7. Certificados electrónicos de personas j~trídicas. 

1. Podrán solicitar certificados electrónicos de personas jurídicas sus administradores, represen- 
tantes legales y voluntarios con poder bastante a estos efectos. 

Los certificados electrónicos de personas jurídicas no podrán afectar al r6girnen de representa- 
ción orgánica o voluntaria regulado por la legislación civil o mercantil aplicable a cada perso- 
na jurídica. 

2. La custodia de los datos de creación de firma asociados a cada certificado electrónico de per- 
sona jurídica será responsabilidad de la persona física solicitante, cuya identificación se inclui- 
rá en el certificado electrónico. 

3. Los datos de creación de firma sólo podrán ser utilizados cuando se admita en las relaciones 
que mantenga la persona jurídica con las Administraciones públicas o en la contratación de 
bienes o servicios que sean propios o concernientes a su giro o tráfico ordinario. 

Asimismo, la persona jurídica podrá imponer límites adicionales, por razón de la cuantía o de 
la materia, para el uso de dichos datos que, en todo caso, deberán figurar en el certificado etec- 
trónico. 
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4. Se entenderán hechos por la persona jurídica los actos o contratos en los que su firma se hu- 
biera empleado dentro de los límites previstos en el apartado anterior. 

Si la firma se utiliza transgrediendo los Iínlites mencionados, la persona jurídica quedará vincula- 
da frente a terceros sólo si los asume como propios o se hubiesen celebrado en su interés. En caso 
contrario, los efectos de dichos actos recaerán sobre la persona física responsable de la custodia de 
los datos de creación de f m a ,  quien podrá repetir, en su caso, contra quien los hubiera utilizado. 

5. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación a los certificados que sirvan para verificar 
la firma electrónica del prestador de servicios de certificación con la que firme los certificados 
electrónicos que expida. 

6. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación a los certificados que se expidan a favor de 
las Administraciones públicas, que estarán sujetos a su normativa específica. 

Artículo 11. Concepto y contenido de los certificados recorzocidos. 

1. Son certificados reconocidos los certificados electrónicos expedidos por un prestador de 
servicios de certificación que cumpla los requisitos establecidos en esta ley en cuanto a la 
comprobación de la identidad y demás circunstancias de los solicitantes y a la fiabilidad y las 
garantías de los servicios de certificación que presten. 

2. Los certificados reconocidos incluirán, al menos, los siguientes datos: 

La indicación de que se expiden como tales. 

El código identificativo único del certificado. 

La identificación del prestador de servicios de certificación que expide el certificado y su 
domicilio. 

La firma electrónica avanzada del prestador de servicios de certificación que expide el certifi- 
cado. 

La identificación del firmante, en el supuesto de personas físicas, por su nombre y apellidos 
y su número de documento nacional de identidad o a través de un seudónimo que conste co- 
mo tal de manera inequívoca y, en el supuesto de personas jurídicas, por su denominación o 
razón social y su código de identificación fiscal. 

Los datos de verificación de firma que correspondan a los datos de creación de firma que se 
encuentren bajo el control del firmante. 

El comienzo y el fin del período de validez del certificado. 

e Los límites de uso del certificado, si se establecen. 

e Los límites del valor de las transacciones para las que puede utilizarse el certificado, si se 
establecen. 

3. Los certificados reconocidos podrán asimismo contener cualquier otra circunstancia o atributo 
específico del firmante en caso de que sea significativo en función del fin propio del certifica- 
do y siempre que aquél lo solicite. 
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4. Si los certificados reconocidos admiren un reglamento público que acredite de forma fehacien- 
te las facultades del firmante para actuar en nombre de la persona o entidad a la que represente 
y, en caso de ser obligatoria la inscripción, de los datos registrales, de conformidad con el 
apartado 2 del artículo 13. 

ArkícuIo 12. Obligaciones previas n la eicpedicián de certificados reconocidos. 

Antes de la expedición de un certificado reconocido, los prestadores de servicios de certificación 
deberán cumplir las siguientes obligaciones: 

Comprobar la identidad y circunstancias personales de los solicitantes de certificados con m e -  
glo a lo dispuesto en el artículo siguiente. 

* Verificar que la información contenida en el certificado es exacta y que incluye toda la infor- 
mación prescrita para un certificado reconocido. 

Asegurarse de que el firmante está en posesión de los datos de creación de firma correspon- 
dientes a los de verificación que constan en el certificado. 

Garantizar la complementariedad de los datos de creación y verificación de firma, siempre que 
ambos sean generados por el prestador de servicios de certificación. 

Artículo 13. Compr(?baciórz de la identidad y otras circunstancias persorzales de los solicitantes de un 
certificado recoizocido. 

1. La identificacián de la persona física que solicite un certificado reconocido exigirá su persona- 
ción ante los encargados de verificarla y se acreditará mediante el documento nacioilal de 
identidad, pasaporte u otros medios admitidos en derecho. Podrá prescindirse de la persona- 
ción si su firnla en la solicitud de expedición de un certificado reconocido ha sido legitimada 
en presencia notarial. El régimen de persoi~ación en lo solicitud de certificados que se expidan 
previa identificación del solicitante ante las Administraciones públicas se regirá por lo estable- 
cido en la normativa administrativa. 

2. En el caso de cer-tificados reconocidos de personas jurfdicas, los prestadores de servicios de 
certificación comprobarán, además, los datos relativos a la constitución y personalidad jurídica 
y a Ia extensión y vigencia de las facultades de representación del solicitante, bien mediante 
consulta en el registro público en el que estén inscritos los documentos de constitución y de 
apoderamiento, bien mediante los documentos públicos que sirvan para acreditar los extremos 
citados de manera fehaciente, cuando aquéllos no sean de inscripción obligatoria. 

3. Si los certificados reconocidos reflejan una relación de representación voluntaria, los prestado- 
res de servicios de certificación comprobarán, los datos relativos a la personalidad jueídica del 
representado y a la extensión y vigencia de las faciiltades del representante, bien mediante 
consulta en el registro público en el que estén inscritas, bien mediante los documentos públi- 
cos que sirvan para acreditar los extremos citados de manera fehaciente, cuando aquéllos no 
sean de inscripción obligatoria. 

Si los certificados reconocidos admiten otros supuestos de representación, los prestadores de 
servicios de certificación deberán exigir la acreditación de las circunstancias en las que se fun- 
damenten, en la misma forma prevista anteriormente. 
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Cuando el certificado reconocido contenga otras circunstancias personales o atributos del soli- 
citante, como su condición de titular de un cargo público, su pertenencia a un colegio profesio- 
nal o su titulación, éstas deberán comprobarse mediante los documentos oficiales que las acre- 
diten, de conformidad con su normativa específica. 

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores podrá no ser exigible en los siguientes casos: 

Cuando la identidad u otras circunstancias permanentes de los solicitantes de los certificados 
constaran ya al prestador de se~ic ios  de certificación en virtud de una relación preexistente, en 
la que, para la identificación del interesado, se hubieran empleado los medios señalados en este 
artículo y el período de tiempo transcurrido desde la identificación es menor de cinco años. 

* Cuando para solicitar un certificado se utilice otro vigente para cuya expedición se hubiera 
identificado al firmante en la forma prescrita en este artículo y le conste al prestador de ser- 
vicios de certificación que el período de tiempo transcurrido desde la identificación es me- 
nor de cinco años. 

5. Los prestadores de servicios de certificación podrán realizar las actuaciones de comprobación 
previstas en este artículo por sí o por medio de otras personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas, siendo responsable, en todo caso, el prestador de servicios de certificación. 

Artículo 14. Equivalencia ilzternacional de certificados reconocidos. 

Los certificados electrónicos que los prestadores de servicios de certificación establecidos en un Es- 
tado que no sea miembro del Espacio Económico Europeo expidan al público como certificados recono- 
cidos de acuerdo con la legislación aplicable en dicho Estado se considerarán equivalentes a los expedi- 
dos por los establecidos en España, siempre que se cumpla alguna de las siguientes condiciones: 

* Que el prestador de servicios de certificación reúna los requisitos establecidos en la normativa 
comunitaria sobre firma electrónica para la expedición de certificados reconocidos y haya sido 
certificado conforme a un sistema voluntario de certificación establecido en un Estado miem- 
bro del Espacio Económico Europeo. 

* Que el certificado esté garantizado por un prestador de servicios de certificación establecido en 
el Espacio Económico Europeo que cumpla los requisitos establecidos en la normativa comuni- 
taria sobre firma electrónica para la expedición de certificados reconocidos. 

* Que el certificado o el prestador de servicios de certificación estén reconocidos en virtud de un 
acuerdo bilateral o multilateral entre la Comunidad Europea y terceros países u organizaciones 
internacionales. 

Artículo 15. Docurnenlo nacional de  identidad electrónico. 

1.  El DNI electrónico es el documento nacional de identidad que acredita electrónicamente la 
identidad personal de su titular y permite la firma electrónica de documentos. 

2. Todas la personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, reconocerán la eficacia del DNI elec- 
trónico para acreditar la identidad y los demás datos personales del titular que consten en el 
mismo, y para acreditar la identidad del firmante y la integridad de los documentos firmados 
con los dispositivos de firma electrónica en él incluidos. 

BLOQUE IV 

TELECOMUNICACIONES 
M A R Z O  2005 5 - 17 



Artículo 16. Requisitos y características del documento nacioizal de identidad electrónico. 

1. Los órganos competentes del Ministerio del Interior para la expedición del DNI electrónico 
cumplirán las obligaciones que la presente ley impone a tos prestadores de servicios de 
certificación que expidan certificados reconocidos con excepción de la relativa a la consti- 
tución de la garantía a la que se refiere el apartado 2 del articulo 20. 

2. La Administración General del Estado empleará, en la medida de lo posible, sistemas que 
garanticen la compatibilidad de los instrumentos de firma electrónica incluidos en el DNI 
electrónico con los distintos dispositivos y productos de firma electrónica generalmente 
aceptados. 

Prestación de servicios de  certlWcaciórn. 

Articulo 17. Protección de los datos personales. 

1. El tratamiento de los datos personales que precisen los prestadores de servicios de certifica- 
ción para el desarrollo de su actividad y los órganos administrativos parü el ejercicio de las 
funciones atribuidas por esta ley se sujetará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1511999, de Pro- 
tección de Datos de Carácter Personal y en sus normas de desarrollo. 

2. Para la expedición de certificados electrónicos al público, los prestadores de servicios de certi- 
ficación únicamente podrán recabar datos personales directamente de los firmantes o previo 
consentimiento expreso de éstos. 

Los datos requeridos serán exclusivamente los necesarios para la expedición y el mantenimiento 
del certificado electrónico y la prestación de otros servicios en relación con la fuma electrónica, 
no pudiendo tratarse con fines distintos sin el consentimiento expreso del firmante. 

3. Los prestadores de servicios de certificación que consignen un seudónimo en el certificado 
electrónico a solicitud del firmante deberán constatar su verdadera identidad y conservar la do- 
cumentación que la acredite. 

Dichos prestadores de servicios de certificación estarán obligados a revelar la identidad de los 
firmantes cuando lo soliciten los órganos judiciales en el ejercicio de las funciones que tienen 
atribuidas y en los demás supuestos previstos en el artículo 11.2 de la Ley Orgánica de Protec- 
ción de Datos de Carácter Personal en que así se requiera. 

4. En cualquier caso, Ios prestadores de servicios de certificación no incluirán en los certificados 
electrónicos que expidan, 10s datos a los que se hace referencia la Ley Organica 15/1999, de 
Protección de Datos de Carácter Personal. 

Artículo 18. Obligaciones de los prestadores de servicios de certificación que expidan certificados 
electrónicos. Los prestadores de servicios de certificación que expidan certiJlcados electrórzicos debe- 
rcín cumplir las siguientes obligaciones. 

No almacenar ni copiar los datos de creación de firma de la persona a la que hayan prestado 
sus servicios. 
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Proporcionar al solicitante antes de la expedición del certificado la siguiente información míni- 
ma, que deberá transmitirse de forma gratuita, por escrito o por vía electrónica: 

1. Las obligaciones del firmante, la forma en que han de custodiarse los datos de creación de 
firma, el procedimiento que haya de seguirse para comunicar la pérdida o posible utilización 
indebida de dichos datos y determinados dispositivos de creación y de verificación de firma 
electrónica que sean compatibles con los datos de firma y con el certificado expedido. 

2. Los mecanismos para garantizar la fiabilidad de la firma electrónica de un documento a lo 
largo del tiempo. 

3. El método utilizado por el prestador para comprobar la identidad del firmante u otros datos 
que figuren en el certificado. 

4. Las condiciones precisas de utilización del certificado, sus posibles límites de uso y la for- 
ma en que el prestador garantiza su responsabilidad patrimonial. 

5. Las certificaciones que haya obtenido, en su caso, el prestador de servicios de certificación 
y los procedimientos aplicables para la resolución extrajudicial de los conflictos que pudie- 
ran surgir por el ejercicio de su actividad. 

6. Las demás informaciones contenidas en la declaración de prácticas de certificación. 

La información citada anteriormente que sea relevante para terceros afectados por los certi- 
ficados deberá estar disponible a instancia de éstos. 

Mantener un directorio actualizado de certificados en el que se indicarán los certificados expe- 
didos y si están vigentes o si su vigencia ha sido suspendida o extinguida. La integridad del di- 
rectorio se protegerá mediante la utilización de los mecanismos de seguridad adecuados. 

Garantizar la disponibilidad de un servicio de consulta sobre la vigencia de los certificados rá- 
pido y seguro. 

Artículo 19. Declaración de prácticas de certiJicación. 

1~. Todos los prestadores de servicios de certificación formularán una declaración de prácticas de 
certificación en la que detallarán, en el marco de esta ley y de sus disposiciones de desarrollo, las 
obligaciones que se comprometen a cumplir en relación con la gestión de los datos de creación y 
verificación de firma y de los certificados electrónicos, las condiciones aplicables a la solicitud, 
expedición, uso, suspensión y extinción de la vigencia de los certificados las medidas de seguri- 
dad técnicas y organizativas, los perfiles y los mecanismos de información sobre la vigencia de 
los certificados y, en su caso la existencia de procedimientos de coordinación con los Registros 
públicos correspondientes que permitan el intercambio de información de manera inmediata so- 
bre la vigencia de los poderes indicados en los certificados y que deban figurar preceptivamente 
inscritos en dichos registros. 

2. La declaración de prácticas de certificación de cada prestador estará disponible al público de 
manera fácilmente accesible, al menos por vía electrónica y de forma gratuita. 

3. La declaración de prácticas de certificación tendrá la consideración de documento de seguridad a 
los efectos previstos en la legislación en materia de protección de datos de carácter personal y de- 
berá contener todos los requisitos exigidos para dicho documento en la mencionada legislación. 
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ArticrnIo 20. Obligaciones de los prestadores de servicios de certificación que expidan certi$cados 
reconocidos. 

1. Además de las obligaciones establecidas en este capitulo, los prestadores de servicios de certi- 
ficación que expidan certificados reconocidos deberán cumplir las siguientes obligaciones: 

Demostrar la fiabilidad necesaria para prestar servicios de certificación. 

Garantizar que pueda determinarse con precisión la fecha y la hora en las que se expidió un 
certificado o se extinguió o suspendió su vigencia. 

Emplear personal con la cualificación, conocimientos y experiencia necesarios para la pres- 
tación de Ios servicios de certificación ofrecidos y los procedimientos de seguridad y de ges- 
tión adecuados en el ámbito de la firma electrónica. 

Utilizar sistemas y productos fiables que estén protegidos contra toda alteración y que ga- 
ranticen la seguridad técnica y, en su caso, criptográfica de los procesos de certificación a 
los que sirven de soporte. 

Toniar medidas contra la falsificación de certificados y, en el caso de que el prestador de 
servicios de certificación genere datos de creación de firma, garantizar su confidencialidad 
durante el proceso de generación y su entrega por un procedimiento seguro al firmante. 

Conservar registrada por cualquier medio seguro toda la información y documentación rela- 
tiva a un certificado reconocido y las declaraciones de prácticas de certificación vigentes en 
cada momento, al menos durante 15 años contados desde el momento de su expedición, de 
manera que puedan verificarse las firmas efectuadas con el mismo. 

Utilizar sistemas fiables para almacenar certificados reconocidos que permitan comprobar 
su autenticidad e impedir que personas no autorizadíís alteren los datos, restrinjan su accesi- 
bilidad en los supuestos o a las personas que el firmante haya indicado y permitan detectar 
cualquier cambio que afecte a estas condiciones de seguridad. 

2. Los prestadores de servicios de certificación que expidan certificados reconocidos deberán 
constituir un seguro de responsabilidad civil por importe de al menos 3.000.000 de euros para 
afrontar el riesgo de la responsabilidad por los daños y perjuicios que pueda ocasionar el uso 
de los ceitificados que expidan. 

La citada garantía podrá ser sustituida total o parcialmente por una garantía mediante aval 
bancario o seguro de caución, de manera que la suma de las cantidades aseguradas sea al me- 
nos de 3.000.000 de euros. 

Las cuantías y los medios de aseguramiento y garantía establecidos en los dos párrafos ante- 
riores podrán ser modificados mediante Real Decreto. 

Articula, 24. Dispositivos de creación de firma electrónica. 

l .  Los datos de creación de firma son 10s datos únicos, como códigos o claves criptográficas pri- 
vadas, que el firmante utiliza para crear la firma electrónica. 
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2. Un dispositivo de creación de firma es un programa o sistema informático que sirve para apli- 
car los datos de creación de firma. 

3. Un dispositivo seguro de creación de firrna es un dispositivo de creación de firma que ofrece, 
al menos, las siguientes garantías: 

Que los datos utilizados para la generación de firma pueden producirse sólo una vez y ase- 
gura razonablemente su secreto. 

Que existe una seguridad razonable de que los datos utilizados para la generación de firma 
no pueden ser derivados de los de verificación de firma o de la propia firma y de que la fir- 
ma está protegida contra la falsificación con la tecnología existente en cada momento. 

Que los datos de creación de firma pueden ser protegidos de forma fiable por el firmante 
contra su utilización por terceros. 

Que el dispositivo utilizado no altera los datos o el documento que deba firmarse ni impide 
que éste se muestre al firmante antes del proceso de firma. 

Artículo 25. Dispositivos de verificación defirma electrónica. 

1. Los datos de verificación de firma son los datos, como códigos o claves criptográficas públi- 
cas, que se utilizan para verificar la firma electrónica. 

2. Un dispositivo de verificación de firrna es un programa o sistema informático que sirve para 
aplicar 10s datos de verificación de firma. 

3. Los dispositivos de verificación de firma electrónica garantizarán, siempre que sea técnica- 
mente posible, que el proceso de verificación de una firma electrónica satisfaga, al menos, los 
siguientes requisitos: 

Que los datos utilizados para verificar la firma correspondan a los datos mostrados a la per- 
sona que verifica la firma. 

Que la firma se verifique de forma fiable y el resultado de esa verificación se presente co- 
rrectamente. 

Que la persona que verifica la firrna electrónica pueda, en caso necesario, establecer de for- 
ma fiable el contenido de los datos firmados y detectar si han sido modificados. 

Que se muestren correctamente tanto la identidad del firmante o, en su caso, conste clara- 
mente la utilización de un seudónimo, como el resultado de la verificación. 

Que se verifiquen de forma fiable la autenticidad y la validez del certificado electrónico co- 
rrespondiente. 

Que pueda detectarse cualquier cambio relativo a su seguridad. 

4. Asimismo, los datos referentes a la verificación de la f m a ,  tales como el momento en que ésta se 
produce o una constatación de la validez del certificado electrónico en ese momento, podrán ser 
almacenados por la persona que verifica la f m a  electrónica o por terceros de confianza. 

BLOQUE IY 

TELECOMUNICACIONES 
MARZO 2005 5 - 21 



Articulo 26. Certijicación de prestadores de servicios dg cert$cación. 

1. La certificación de un prestador de ser-vicios de certificación es el procedimiento voluntario 
por el que una entidad cualificada pública o privada emite una declaración a favor de un pres- 
tador de servicios de certificación, que implica un reconociiniento del cumplimiento de requi- 
sitos específicos en la prestación de los servicios que se ofrecen al público. 

2. Ea certificación de un prestador de servicios de certificación podrá ser solicitada por éste y po- 
drá Iáevarse a cabo, entre otras, por entidades de certificación reconocidas por una entidad de 
acreditación designada de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 2111992 y en sus disposiciones 
de desarrollo. 

3. En los procedimientos de cei-tificación podrin utilizarse normas técnicas u otros criterios de 
certificación adecuados. En caso de utilizarse normas técnicas, se empIeéir6n preferentemente 
aquellas que gocen de amplio reconocimiento aprobadas por organismos de nomaiización eu- 
ropeos y, en su defecto, otras normas internacionales o españolas. 

4. La certificación de un prestador de servicios de certificación no será ~ecesaria para reconocer 
eficacia jurídica a una firma electrónica. 

Articulo 27. Certificación de dispositivos seguros de creación de firma electrónica. 

1. La certificación de dispositivos segaros de creación de firma electrónica es el procedimiento 
por el que se comprueba que un dispositivo cumple los requisitos establecidos en esta ley para 
su consideración como dispositivo seguro de creación de firma. 

2. La certificación podrá ser solicitada por los fabricantes o importadores de dispositivos de crea- 
ción de firma y se llevará a cabo por las entidades de certificación reconocidas por una entidad 
de acreditación designada de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 2111992. 

3. En los procedimientos de certificación se utijlzarán las normas técnicas cuyos números de re- 
ferencia hayan sido publicados en el «Diario Oficial de la Unión Europea» y, excepcionalmen- 
te, las aprobadas por el Ministerio de Ciencia y Tecnología que se publicarán en la dirección 
de Internet de este Ministerio. 

4. Los certificados de conformidad de los dispositivos seguros de creación de firma ser211 modifi- 
cados o, en su caso, revocados cuando se dejen de cumplir las condiciones establecidas para su 
obtención. Los organismos de certificación asegurarán la difusión de las decisiones de revoca- 
ción de certificados de dispositPvos de creación de firma. 

Articulo 28. Recorzocimiento de la conformidad con la normativa aplicable a los productos de firma 
electrónica. 

1. Se presumirá que los productos de firma electrónica son conformes con los requisitos previs- 
tos en dichos artículos si se ajustan a las normas técnicas correspondientes cuyos números de 
referencia hayan sido publicados en el «Diario Oficial de la Unión Europea*. 

2. Se reconocerá eficacia a los certificados de conformidad sobre dispositivos seguros de crea- 
ción de firma que hayan sido otorgados por los organismos designados para e130 en cualquier 
Estado miembro de1 Espacio Económico Europeo. 

BLOQUE IV 

TELECOMUNICACIONES 



Artículo 29. Supervisión y control. 

1 .  El Ministerio de Ciencia y Tecnología controlará el cumplimiento por los prestadores de servicios 
de certificación que expidan al público certificados electrónicos de las obligaciones establecidas en 
esta ley y en sus disposiciones de desarrollo. Asimismo, supervisará el funcionamiento del sistema 
y de los organismos de certificación de dispositivos seguros de creación de f m a  electrónica. 

2. El Ministerio de Ciencia y Tecnología realizará las actuaciones inspectoras que sean precisas 
para el ejercicio de su función de control. Los funcionarios adscritos al Ministerio de Ciencia 
y Tecnología que realicen la inspección a que se refiere el apartado anterior tendrán la consi- 
deración de autoridad pública en el desempeño de sus cometidos. 

3. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá acordar las medidas apropiadas para el cumpli- 
miento de esta ley y sus disposiciones de desarrollo. 

4. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá recurrir a entidades independientes y técnicamen- 
te cualificadas para que le asistan en las labores de supervisión y control sobre los prestadores 

J 
de servicios de certificación que le asigna esta ley. 

Artículo 30. Deber de información y colaboración. 

l .  Los prestadores de servicios de certificación, la entidad independiente de acreditación y los or- 
ganismos de certificación tienen la obligación de facilitar al Ministerio de Ciencia y Tecnolo- 
gía toda la información y colaboración precisas para el ejercicio de sus funciones. 

En particular, deberán permitir a sus agentes o al personal inspector el acceso a sus instalacio- 
nes y la consulta de cualquier documentación relevante para la inspección de que se trate, 
siendo de aplicación, en su caso, lo dispuesto en la Ley 2911998, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. En sus inspecciones podrán ir acompañados de expertos o peri- 
tos en las materias sobre las que versen aquéllas. 

2. Los prestadores de servicios de certificación deberán comunicar al Ministerio de Ciencia y 
Tecnología el inicio de su actividad, sus datos de identificación, incluyendo la identificación 
fiscal y registral, en su caso, los datos que permitan establecer comunicación con el prestador, 
incluidos el nombre de dominio de internet, los datos de atención al público, las características 
de los servicios que vayan a prestar, las certificaciones obtenidas para sus servicios y las certi- 
ficaciones de los dispositivos que utilicen. Esta información deberá ser convenientemente ac- 
tualizada por los prestadores y será objeto de publicación en la dirección de Internet del citado 
ministerio con la finalidad de otorgarle la máxima difusión y conocimiento. 

3. Cuando, como consecuencia de una actuación inspectora, se tuviera conocimiento de hechos 
que pudieran ser constitutivos de infracciones tipificadas en otras leyes, se dará cuenta de los 
mismos a los órganos u organismos competentes para su supervisión y sanción. 

3. LA LEY 34/2002 DE SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE LA INFORMACIÓN Y DE CO- 
MERCIO ELECTR~NICO. 

La presente ley tiene como objeto la incorporación al ordenamiento jurídico español de la Direc- 
tiva 200013 lICE, relativa a determinados aspectos de los servicios de la Sociedad de la Información, 
en particular, el comercio electrónico en el mercado interior (Directiva sobre el comercio electrónico). 
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Lo que la Directiva 200013 11CE denomina «Sociedad de la Información» viene determinado por 
la extraordinaria expansión de las redes de telecomunicaciones y, en especial, de Internet como vehí- 
culo de transmisión e intercambio de todo tipo de información. Su incorporación a la vida económica 
y social ofrece innumerables ventajas, como Ia mejora de Ia eficiencia empresarial, el incremento de 
las posibilidades de elección de Los usuarios y la aparición de nuevas fuentes de empleo. Pero la im- 
plantación de Internet y las nuevas tecnologías tropieza con algunas incertidumbres juridicas, que es 
preciso aclarar con el establecimiento de un marco jurídico adecuado, que genere en todos los actores 
intervinientes la confianza necesaria para el empleo de este nuevo medio. 

Eso es lo que pretende esta Iey, que parte de la aplicación a las actividades realizadas por medios 
electr6nicos de las normas tanto generales como especiales que las regulan, ocupándose tan sólo de 
aquelIos aspectos que, ya sea por su novedad o por las peculiaridades que implica su ejercicio por vía 
electrónica, no están cubiertos por dicha regulación. 

Se acoge, en la ley, un concepto amplio de «servicios de la Sociedad de la Información», que en- 
globa, además de la contratación de bienes y servicios por vía electrónica, el suministro de informa- 
ción por dicho medio (como el que efectúan los periódicos o revistas que pueden encontrarse en la 
red), las actividades de intermediación relativas a la provisión de acceso a la red, a la transmisión de 
datos por redes de telecomunicaciones, a la realización de copia temporal de las páginas de Tnternet 
solicitadas por los usuarios, al alojamiento en los propios servidores de información, servicios o apli- 
caciones facilitados por otros o a la provisión de instrumentos de búsqueda o de enlaces a otros sitios 
de Internet, así como cualquier otro servicio que se preste a petición individiral de los usuarios (des- 
carga de archivos de video o audjo ...), siempre que represente una actividad económica para el prestador. 
Estos servicios son ofrecidos por Iss operadores de telecomunicaciones, los proveedores de acceso a In- 
ternet, los portales, los motores de búsqueda o cualquier otro sujeto que disponga de un sitio en Intemet 
a través del que realice alguna de las actividades indicadas, incluido el comercio electrónico. 

Desde un punto de vista sub.jetivo, la ley se aplica, con carjcter general, a los prestadores de ser- 
vicios establecidos en España. Por «establecimiento» se entiende el lugar desde el que se dirige y ges- 
tiona una actividad económica, definición esta que se inspira en el concepto de domicilio fiscal reco- 
gido en las normas tributadas españolas y que resulta compatible con la noción material de estableci- 
miento predicada por el Derecho cornuniaariio. La iey resulta igualmente aplicable a quienes sin ser re- 
sidentes en España prestan servicios de la sociedad de la información a través de un «establecimiento 
permanente» situado en España. En este último caso, la sujeción a la ley es únicamente parcial, res- 
pecto a aquellos servicios que se presten desde España. 

El lugar de establecimiento de1 prestador de servicios es un elemento esencial en la ley, porque de 
él depende el ámbito de aplicación no sólo de esta ley, sino de todas las demás disposiciones del orde- 
namiento español que les sean de aplicación, en función de la actividad que desarrollen. Asimismo, el 
lugar de establecimiento del prestador determina la ley y las autoridades competentes para el control 
de su cumplimiento, de acuerdo con el principio de la aplicación de la ley del país de origen que inspi- 
ra la Directiva 2000/3 11CE. 

Por lo demás, sólo se permite restringir la libre prestacibn en España de servicios de la sociedad 
de la información procedentes de otros países pertenecientes al Espacio Económico Europeo en los 
supuestos previstos en la Directiva 200013 lICE, que consisten en la producción de un daño o peligro 
graves contra ciei-tos valores fundamentales como el orden público, la salud pública o la protección de 
los menores. Igualmente, podrá restringirse la prestacibn de servicios provenientes de dichos Estados 
cuando afecten a alguna de las materias excluidas del principio de país de origen, que la ley concreta 
en su artículo 3, y se incumplan las disposiciones de la normativa española que, en su caso, resulte 
aplicable a las mismas. 
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7 Se prevé la anotación del nombre o nombres de dominio de Internet que correspondan al presta- 
dor de servicios en el registro público en que, en su caso, dicho prestador conste inscrito para la adqui- 
sición de personalidad jurídica o a los solos efectos de publicidad, con el fin de garantizar que la vin- 
culación entre el prestador, su establecimiento físico y su «establecimiento» o localización en la red, 
que proporciona su dirección de Intemet, sea fácilmente accesible para los ciudadanos y la Adminis- 
tración pública. 

La ley establece, asimismo, las obligaciones y responsabilidades de los prestadores de servicios 
que realicen actividades de intermediación como las de transmisión, copia, alojamiento y localización 
de datos en la red. En general, éstas imponen a dichos prestadores un deber de colaboración para im- 
pedir que determinados servicios o contenidos ilícitos se sigan divulgando. Las responsabilidades que 
pueden derivar del incumplimiento de estas normas no son sólo de orden administrativo, sino de tipo 
civil o penal, según los bienes jurídicos afectados y las normas que resulten aplicables. 

Destaca, por otra parte, en la Ley, su afán por proteger los intereses de los destinatarios de servi- 
cios, de forma que éstos puedan gozar de garantías suficientes a la hora de contratar un servicio o bien 
por Internet. Con esta finalidad, la Ley impone a los prestadores de servicios la obligación de facilitar 

J el acceso a sus datos de identificación a cuantos visiten su sitio en Internet, la de informar a los desti- 
natarios sobre los precios que apliquen a sus servicios y la de permitir a éstos visualizar, imprimir y 
archivar las condiciones generales a que se someta, en su caso, el contrato. Cuando la contratación se 
efectúe con consumidores, el prestador de servicios deberá, además, guiarles durante el proceso de 
contratación, indicándoles los pasos que han de dar y la forma de corregir posibles errores en la intro- 
ducción de datos, y confirmar la aceptación realizada una vez recibida. 

En lo que se refiere a las comunicaciones comerciales, la ley establece que éstas deban identifi- 
carse como tales, y prohíbe su envío por correo electrónico u otras vías de comunicación electrónica 
equivalente, salvo que el destinatario haya prestado su consentimiento. 

Se favorece igualmente la celebración de contratos por vía electrónica, al afirmar la ley, de acuer- 
do con el principio espiritualista que rige la perfección de los contratos en nuestro Derecho, la validez 
y eficacia del consentimiento prestado por vía electrónica, declarar que no es necesaria la admisión 
expresa de esta técnica para que el contrato surta efecto entre las partes, y asegurar la equivalencia en- 
tre los documentos en soporte papel y los documentos electrónicos a efectos del cumplimiento del re- 
quisito de «forma escrita» que figura en diversas leyes. > 

Se aprovecha la ocasión para fijar el momento y lugar de celebración de los contratos electróni- 
cos, adoptando una solución única, también válida para otros tipos de contratos celebrados a distancia, 
que unifica el criterio dispar contenido hasta ahora en los Códigos Civil y de Comercio. 

Las disposiciones contenidas en esta ley sobre aspectos generales de la contratación electrónica, 
como las relativas a la validez y eficacia de los contratos electrónicos o al momento de prestación del 
consentimiento, serán de aplicación aun cuando ninguna de las partes tenga la condición de prestador 
o destinatario de servicios de la sociedad de la información. 

La ley promueve la elaboración de códigos de conducta sobre las materias reguladas en esta ley, 
al considerar que son un instrumento de autorregulación especialmente apto para adaptar los diversos 
preceptos de la ley a las características específicas de cada sector. Por su sencillez, rapidez y comodi- 
dad para los usuarios, se potencia igualmente el recurso al arbitraje y a los procedimientos alternativos 
de resolución de conflictos que puedan crearse mediante códigos de conducta, para dirimir las dispu- 
tas que puedan surgir en la contratación electrónica y en el uso de los demás servicios de la Sociedad ' BLOQUE IY 
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de la Información. Se favorece, además, eI uso de medios electrónicos en la tramitación de dichos pio- 
cedimientos, respetando, en su caso, las normas que, sobre la utilización de dichos medios, establezca 
la normativa específica sobre arbitraje. 

De conformidad con lo dispuesto en las Directivas 2000/31/CE y 98/27/CE, se regula la acción 
de cesación que podrá ejercitarse para hacer cesar la realización de conductas contrarias a !a presente 
ley que vulneren los intereses de los consumidores y usuarios. Para el ejercicio de esta accirin, deberá 
tenerse en cuenta, además de lo dispuesto en esta ley, lo establecido en 1a ley general de incorporación 
de la Directiva 98/27/CE. 

La ley prevé, asimismo, la posibilidad de que los ciudadanos y entidades se dirijan a diferentes 
Ministerios y órganos administrativos para obtener información práctica sobre distintos aspectos rela- 
cionados con las matsrias objeto de esta ley, lo que requerirá el establecimiento de mecanismos que 
aseguren la máxima coordinación entre ellos y la homogeneidad y coherencia de la información sumi- 
nistrada a los usuarios. 

Finalmente, se establece un régimen sancionador proporcionado pero eficaz, como indica la Di- 
rectiva 2000/3l/CE, para disuadir a los prestadores de servicios del incumplimiento de lo dispuesto en 
esta ley. 

Asin~ismo, se contemplan en la ley una serie de previsiones orientadas a hacer efectiva la accesi- 
bilidad de las personas con discapacidad a ia información proporcionada por medios electrónicos, y 
muy especialmente a la información suministrada por las Administraciones plíblicas. 

Articulo B. Objeto. 

1.  Es objeto de la presente ley la regulación del régimen jurídico de los servicios de la Sociedad 
de la Información y de la contratación por vía electrónica, en lo referente a las obligaciones de 
los prestadoses de servicios incluidos los que actúan como intermediarios en la transmisión de 
contenidos por las redes de telecomunicaciones, las comunicaciones comerciales por vía elec- 
trónica, la información previa y posterior a la celebración de contratos electrónicos, las condi- 
ciones relativas a su validez y eficacia y el régimen sancionador aplicable a los prestadores de 
servicios de la sociedad de la información. 

2. Las disposiciones contenidas en esta ley se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en otras 
normas estatales o autonómicas ajenas ai ámbito normativo coordinado, o que tengan como fi- 
nalidad la protección de la salud y seguridad pública, incluida la salvaguarda de la defensa na- 
cional, los intereses del consumidor, el régimen tributario aplicable a los servicios de la socie- 
dad de la información, la protección de datos personales y la normativa reguladora de defensa 
de la competencia. 

Artáculio 2. Prestadores de servicios establecidos erz España. 

l .  Esta ley será de aplicación a los prestadores de servicios de la sociedad de la información esea- 
blecidos en España y a los servicios prestados por ellos. 

Se entenderá que un prestador de servicios está establecido en España cuando su residencia o 
domicilio social se encuentren en territorio español, siempre que éstos coincidan con el lugar 
en que esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de sus negocios. 
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En otro caso, se atenderá al lugar en que se realice dicha gestión o dirección. 

2. Asimismo, esta ley será de aplicación a los servicios de la Sociedad de la Información que los 
prestadores residentes o domiciliados en otro Estado ofrezcan a través de un establecimiento 
permanente situado en España. 

Se considerará que un prestador opera mediante un establecimiento permanente situado en te- 
rritorio español cuando disponga en el mismo, de forma continuada o habitual, de instalacio- 
nes o lugares de trabajo, en los que realice toda o parte de su actividad. 

3. A los efectos previstos en este artículo, se presumirá que el prestador de servicios está estable- 
cido en España cuando el prestador o alguna de sus sucursales se haya inscrito en el Registro 
Mercantil o en otro registro público español en el que fuera necesaria la inscripción para la ad- 
quisición de personalidad jurídica 

La utilización de medios tecnológicos situados en España, para la prestación o el acceso al ser- 
vicio, no servirá como criterio para determinar, por sí solo, el establecimiento en España del 
prestador. 

4. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información establecidos en España estarán 
sujetos a las demás disposiciones del ordenamiento jurídico español que les sean de aplica- 
ción, en función de la actividad que desarrollen, con independencia de la utilización de medios 
electrónicos para su realización. 

Artículo 3. Prestadores de servicios establecidos en otro Estado miembro de la Unión Etlropea o del 
Espacio Económico Europeo. 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 7.1 y 8, esta ley se aplicará a los prestadores de 
servicios de la Sociedad de la Información establecidos en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo cuando el destinatario de los servicios radique en 
España y los servicios afecten a las materias siguientes 

* Derechos de propiedad intelectual o industrial. 

* Emisión de publicidad por instituciones de inversión colectiva. 

* Actividad de seguro directo realizada en régimen de derecho de establecimiento o en régi- 
men de libre prestación de servicios. 

Obligaciones nacidas de los contratos celebrados por personas físicas que tengan la condi- 
ción de consumidores. 

Régimen de elección por las partes contratantes de la legislación aplicable a su contrato. 

Licitud de las comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio de comuni- 
cación electrónica equivalente no solicitadas. 

2. En todo caso, la constitución, transmisión, modificación y extinción de derechos reales sobre 
bienes inmuebles sitos en España se sujetará a los requisitos formales de validez y eficacia es- 
tablecidos en el ordenamiento jurídico español. 
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3. Los prestadores de servicios a los que se refiere el apartado I quedarán igualmente sometidos 
a las normas del ordenamiento jurídico español que regulen las materias señaladas en dicho 
apartado. 

4. No será aplicable lo dispuesto en los apartados anteriores a los supuestos en que, de confomi- 
dad con las normas reguiadoras de las materias enumeradas en el apartado 1, no fuera de apli- 
cación la ley del país en que resida o esté establecido el destinatario del servicio. 

Articulo 5. Servicios excluidos del ámbito de aplicación. de la ley. 

1.  Se regirán por su normativa específica las siguientes actividades y servicios de la sociedad de 
la información: 

Los servicios prestados por no~arios y registradores de la propiedad y mercantiles en el ejer- 
cicio de sus respectivas funciones públicas. 

Los servicios prestados por abogados y procuradores en el ejercicio de sus funciones de re- 
presentación y defensa en juicio. 

Articulo 6. No sujeción a autoi-izaciórt previa. 

La prestación de servicios de la sociedad de la información no estará sujeta a autorización previa. 
Esta norma no afectar& a los regirnenes de autorización previstos en el ordenamiento jurídico que no 
tengan por objeto específico y exclusivo la prestación por vía electrónica de los correspondientes ser- 
vicios. 

Articula 7. Principio de libre prestaci6iz cle servicios. 

l .  La prestación de servicios de la sociedad de la información que procedan de un prestador esta- 
blecido en algún Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo se 
realizará en régimen de libre prestación de servicios, sin que pueda establecerse ningún tipo de 
restricciones a los mismos por razones derivadas del ámbito normativo coordinado, excepto en 
los supuestos previstos en los artículos 3 y 8. 

2. La aplicación del principio de libre prestación de servicios de la sociedad de Ia información a 
prestadores establecidos en Estados no miembros del Espacio Económico Europeo se atendrá 
a los acuerdos internacionales que resulten de aplicación. 

ArtkuIo 8. Restricciones a la prestación de servicios. 

1.  En caso de que un determinado servicio de la Sociedad de la Información atente o pueda aten- 
tar contra los principios que se expresan a continuación, los órganos competentes para su pro- 
tección, en el ejercicio de las funciones que tengan legalmente atribuidas, podrán adoptar las 
medidas necesarias para que se interrumpa su prestación o para retirar los datos que Iss vulne- 
ran. Los principios a que alude este apartado son los siguientes: 

Ea salvaguarda del orden público, la investigación penal, la seguridad pública y la defensa 
nacional. 
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La protección de la salud pública o de las personas físicas que tengan la condición de consu- 
midores o usuarios, incluso cuando actúen como inversores. 

El respeto a la dignidad de la persona y al principio de no discriminación por motivos de 
raza, sexo, religión, opinión, nacionalidad, discapacidad o cualquier otra circunstancia 
personal o social. 

* La protección de la juventud y de la infancia. 

En la adopción y cumplimiento de las medidas de restricción a que alude este apartado se res- 
petarán, en todo caso, las garantías, normas y procedimientos previstos en el ordenamiento ju- 
rídico para proteger los derechos a la intimidad personal y familiar, a la protección de los da- 
tos personales, a la libertad de expresión o a la libertad de información, cuando éstos pudieran 
resultar afectados. 

En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los respectivos derechos 
y libertades o las que resulten aplicables a las diferentes materias atribuyan competencia a los 
órganos jurisdiccionales para intervenir en el ejercicio de actividades o derechos, sólo la auto- 
ridad judicial competente podrá adoptar las medidas previstas en este artículo. 

2. Si para garantizar la efectividad de la resolución que acuerde la interrupción de la prestación 
de un servicio o la retirada de datos procedentes de un prestador establecido en otro Estado, el 
órgano competente estimara necesario impedir el acceso desde España a los mismos, podrá or- 
denar a los prestadores de servicios de intermediación establecidos en España, directamente o 
mediante solicitud motivada al Ministerio de Ciencia y Tecnología, que tomen las medidas ne- 
cesasias para impedir dicho acceso. 

Será de aplicación lo dispuesto en el articulo 11 cuando los datos que deban retirarse o el ser- 
vicio que deba interrumpirse procedan de un prestador establecido en España. 

3.  Las medidas de restricción a que hace referencia este artículo serán objetivas, proporcionadas 
y no discriminatorias, y se adoptarán de forma cautelar o en ejecución de las resoluciones que 
se dicten, conforme a los procedimientos administrativos legalmente establecidos o a los pre- 
vistos en la legislación procesal que corresponda. 

4. Fuera del ámbito de los procesos judiciales, cuando se establezcan restricciones que afecten a 
un servicio de la Sociedad de la Información que proceda de alguno de los Estados miembros 
de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo distinto de España, se seguirá el si- 
guiente procedimiento. 

Artículo 9. Constancia registral del nombre de dominio. 

1, Los prestadores de servicios de la Sociedad de la Información establecidos en España deberán 
comunicar al Registro Mercantil en el que se encuentren inscritos, o a aquel otro registro pú- 
blico en el que lo estuvieran para la adquisición de personalidad jurídica o a los solos efectos 
de publicidad, al menos, un nombre de dominio o dirección de Internet que, en su caso, utili- 
cen para su identificación en Internet, así como todo acto de sustitución o cancelación de los 
mismos, salvo que dicha información conste ya en el correspondiente registro. 

2. Los nombres de dominio y su sustitución o cancelación se harán constar en cada registro, de 
conformidad con sus normas reguladoras. 
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Las anotaciones practicadas en los Registros Mercantiles se comunicarán inmediatamente al 
Registro Mercantil Central para su inclusión entre los datos que son objeto de publicidad in- 
formativa por dicho Registro. 

3. La obligación de comunicación a que se refiere el apartado 1 deberá cumplirse en el plazo de 
un mes desde la obtención, sustitución o cancelación del correspondiente nombre de dominio 
o dirección de Internet. 

Articulo 12. Beber de reterzcibrz de datos de trúfico relativos a las comunicaciones electrúrzicas. 

1. Los operadores de redes y servicios de comunicaciones electrónicas, los proveedores de acce- 
so a redes de telecomunicaciones y los prestadores de servicios de alojamiento de datos debe- 
rán retener los datos de conexión y tráfico generados por las comunicaciones establecidas du- 
rante la prestación de un servicio de la sociedad de la información por un período máximo de 
doce meses, en los términos establecidos en este artículo y en su normativa de desarrollo. 

2. Los datos que, en cumplimiento de lo dispuesto en el apartado anterior, deberán conservar los 
operadores de redes y servicios de comunicaciones electrónicas y los proveedores de acceso a 
redes de telecomunicaciones serán únicamente los necesarios para facilitar la localización del 
equipo terminal empleado por el usuario para Ia transmisión de la información. 

Los prestadores de servicios de alojainiento de datos deberán retener sólo aquéllos imprescin- 
dibles para identificar el origen de los datos alojados y el momento en que se inició Ea presta- 
ción del servicio. En ningún caso, la obligación de retención de datos afectará al secreto de las 
comunicaciones. 

Los operadores de redes y servicios de conrunicaciones electrónicas y los prestadores de servi- 
cios a que se refiere este artículo no podrán utilizar los datos retenidos para fines distintos de 
los indicados en el apartado siguiente u otros que estén permitidos por la ley, y deberán adop- 
tar medidas de seguridad apropiadas para evitar su pérdida o alteración y el acceso no autori- 
zado a los mismos. 

3. Los datos se conservarán para su utilizacicín en el marco de una investigación criminal o para 
la salvaguardia de la seguridad pública y la defensa nacional, poniéndose a disposición de los 
Jueces o Tribunales o del Ministerio Fiscal que así los requieran. La comunicación de estos 
datos a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se hará con sujeción a lo dispuesto en la normativa 
sobre protección de datos. 

Articulo 18. Códigos de conducta. 

1.  Las Administraciones públicas impulsarán, a través de Ia coordinación y el asesoramiento, ía 
elaboración y aplicación de códigos de conducta voluntarios, por parte de las corporaciones, 
asociaciones u organizaciones comerciales, profesionales y de consumidores, en las materias 
reguladas en esta ley. La Administración General del Estado fomentará, en especial, la elabo- 
ración de códigos de conducta de ámbito comunitario o internacional. 

Los códigos de conducta podrán tratar, en particular, sobre los procedimientos para la detec- 
ción y retirada de contenidos ilícitos y la protección de los destinatarios frente al envío por vía 
electrónica de comunicaciones cornerciaies no solicitadas, así como sobre los procedimientos 
extrajudiciales para la resolución de los conflictos que surjan por la prestación de Ios servicios 
de la sociedad de la información. 
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2. En la elaboración de dichos códigos, habrá de garantizarse la participación de las asociaciones 
de consumidores y usuarios y la de las organizaciones representativas de personas con disca- 
pacidades físicas o psíquicas, cuando afecten a sus respectivos intereses. 

Cuando su contenido pueda afectarles, los códigos de conducta tendrán especialmente en 
cuenta la protección de los menores y de la dignidad humana, pudiendo elaborarse, en caso ne- 
cesario, códigos específicos sobre estas materias. 

Los poderes públicos estimularán, en particular, el establecimiento de criterios comunes acor- 
dados por la industria para la clasificación y etiquetado de contenidos y la adhesión de los 
prestadores a los mismos. 

3. Los códigos de conducta a los que hacen referencia los apartados precedentes deberán ser ac- 
cesibles por vía electrónica. Se fomentará su traducción a otras lenguas oficiales en la Comu- 
nidad Europea, con objeto de darles mayor difusión. 

Comunicaciones comerciales por vía electrónica. 

> Artículo 19. Régimen jurídico. 

1. Las comunicaciones comerciales y las ofertas promocionales se regirán, además de por la pre- 
sente ley, por su normativa propia y la vigente en materia comercial y de publicidad. 

2. En todo caso, será de aplicación la Ley Orgánica 1511999, de Protección de Datos de Carácter 
Personal, y su normativa de desarrollo, en especial, en lo que se refiere a la obtención de datos 
personales, la información a los interesados y la creación y mantenimiento de ficheros de da- 
tos personales. 

Artículo 20. Información exigida sobre las comunicaciones comerciales, ofertas pronzocionales y 
concursos. 

1. Las comunicaciones comerciales realizadas por vía electrónica deberán ser claramente identi- 
ficable~ como tales y deberán indicar la persona física o jurídica en nombre de la cual se reali- 
zan. En el caso en el que tengan lugar a través de correo electrónico u otro medio de comuni- 
cación electrónica equivalente incluirán al comienzo del mensaje la palabra «publicidad». 

2. En los supuestos de ofertas promocionales, como las que incluyan descuentos, premios y re- 
galos, y de concursos o juegos promocionales, previa la correspondiente autorización, se de- 
berá asegurar, además del cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado ante- 
rior y en las normas de ordenación del comercio, que queden claramente identificados como 
tales y que las condiciones de acceso y, en su caso, de participación se expresen de forma 
clara e inequívoca. 

Artículo 21. Prohibición de comurzicaciorzes comerciales realiza~las a través de correo electrónico o 
medios de comunicación electrónica equivalentes. 

1. Queda prohibido el envío de com~~nicaciones publicitarias o promocionales por correo electró- 
nico u otro medio de comunicación electrónica equivalente que previamente no hubieran sido 
solicitadas o expresamente autorizadas por los destinatarios de las mismas. 
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2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación cuando exista una relación contrac- 
tual previa, siempre que el prestador hubiera obtenido de forma lícita los datos de contacto del 
destinatario y los empleara para el envío de comunicaciones comerciales referentes a produc- 
tos o servicios de su propia empresa que sean similares a los que inicialmente fueron objeto de 
contratación con el cliente. 

Artículo 22. Derechos de los destinatarios de servicios. 

1. El destinatario podrá revocar en cualquier momento el consentimiento prestado a la recepción 
de comunicaciones comerciales con la simple notificación de su voluntad al remitente. 

A tal efecto, los prestadores de servicios deberán habilitar procedimientos sencillos y gratuitos pa- 
ra que los destinatarios de servicios puedan revocar el consentimiento que hubieran prestado. 

Asimismo, deberán facilitar información accesible por medios electrónicos sobre dichos pro- 
cedimientos. 

2. Cuando los prestadores de servicios empleen dispositivos de ajmacenamiento y recuperación 
de datos en equipos terminales, informaran a los destinatarios de manera clara y completa so- 
bre su utilización y finalidad, ofreciéndoles la posibilidad de rechazar el tratamiento de los da- 
tos mediante un procedimiento sencillo y gratuito. 

Lo anterior no impedirá el posible almacenamiento o acceso a datos con el fin de efectuar o fa- 
cilitar tkcnicamente Ia transmisión de una comunicación por una red de comunicaciones elec- 
trónicas o, en la medida que resulte estrictamente necesario, para la prestación de un servicio 
de la sociedad de la información expresamente solicitado por el destinatario. 

Contratación por via electrónica. 

ArtícuIo 23. Validez y eficacia de los contratos celebrados por vía electrónica. 

1. Los contratos celebrados por vía electrónica producirán todos los efectos previstos por el ordena- 
miento jurídico, cuando concurran el consentimiento y los demás requisitos necesarios para su va- 
lidez. Los contratos electrónicos se regirán por lo dispuesto en este Título, por los Códigos Civil y 
de Comercio y por las restantes normas civiles o mercantiles sobre contratos, en especial, las nor- 
mas de protección de los consumidores y usuarios y de ordenación de la actividad comercial. 

2. Para que sea válida la celebración de contratos por vía electrónica no ser5 necesario el previo 
acuerdo de las partes sobre la utilización de medios eIectrónicos. 

3. Siempre que la ley exija que el contrato o cualquier información relacionada con el mismo 
conste por escrito, este requisito se entenderá satisfecho si el coiitrato o la información se con- 
tiene en un soporte electrónico. 

4. No será de aplicación lo dispuesto en el presente Título a 10s contratos relativos al Derecho de 
familia y sucesiones. 

Los contratos, negocios o actos jurídicos en los que la ley determine para su validez o para la 
producción de determinados efectos la forma documental pública, o que requieran por ley la 
intervención de órganos jurisdiccionales, notarios, registradores de la propiedad y mercantiles 
o autoridades públicas, se regirán por su legislación específica. 
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'/> Artículo 24. Prueba de los contratos celebrados por vía electrónica. 

1. La prueba de la celebración de un contrato por vía electrónica y la de las obligaciones que tie- 
nen su origen en él se sujetará a las reglas generales del ordenamiento jurídico y, en su caso, a 
lo establecido en la legislación sobre firma electrónica. 

2. En todo caso, el soporte electrónico en que conste un contrato celebrado por vía electrónica 
será admisible en juicio como prueba documental. 

Artículo 25. Intervención de terceros de confianza. 

l .  Las partes podrán pactar que un tercero archive las declaraciones de voluntad que integran los 
contratos electrónicos y que consigne la fecha y la hora en que dichas comunicaciones han te- 
nido lugar. La intervención de dichos terceros no podrá alterar ni sustituir las funciones que 
corresponde realizar a las personas facultadas con arreglo a derecho para dar fe pública. 

2. El tercero deberá archivar en soporte informático las declaraciones que hubieran tenido lugar 
por vía telemática entre las partes por el tiempo estipulado que, en ningún caso, será inferior a 
cinco años. 

Artículo 26. Ley aplicable. 

Para la determinación de la ley aplicable a los contratos electrónicos se estará a lo dispuesto en 
las normas de Derecho internacional privado del ordenamiento jurídico español, debiendo tomarse en 
consideración para su aplicación lo establecido en los artículos 2 y 3 de esta ley. 

Artículo 27. Obligaciones previas al inicio del procedimiento de contratación 

1. Además del cumplimiento de los requisitos en materia de información que se establecen en la 
normativa vigente, el prestador de servicios de la sociedad de la información que realice acti- 
vidades de contratación electrónica tendrá la obligación de informar al destinatario de manera 
clara, comprensible e inequívoca, y antes de iniciar el procedimiento de contratación, sobre los 
siguientes extremos: 

Los distintos trámites que deben seguirse para celebrar el contrato. 

* Si el prestador va a archivar el documento electrónico en que se formalice el contrato y si 
éste va a ser accesible. 

Los medios técnicos que pone a su disposición para identificar y corregir errores en la intro- 
ducción de los datos, y 

La lengua o lenguas en que podrá formalizarse el contrato. 

2. El prestador no tendrá la obligación de facilitar la información señalada en el apartado anterior 
cuando: 

Ambos contratantes así lo acuerden y ninguno de ellos tenga la consideración de consumi- 
dor. o 
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El contrato se haya celebrado exclusivamente mediante intercambio de correo electrónico u 
otro tipo de comunicación electrónica equivalente, cuando estos medios no sean empleados 
con el exclusivo propósito de eludir el cumplimiento de tal obligación. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación específica, las ofertas o propuestas de contrata- 
ción realizadas por vía electrónica serán válidas durante el período qUe fije el oferente o, en su 
defecto, durante todo el tiempo que pemanezcan accesibles a los destinatarios del servicio. 

4. Con carácter previo al inicio del procedimiento de contratación, el prestador de servicios deberá 
poner a disposición del destinatario las condiciones generales a que, en su caso, deba siijetarse el 
contrato, de mznera que éstas puedan ser almacenadas y reproducidas por el destinatario. 

1nformaciB.n y control. 

ArtHcnlo 33. Información a los destinatarios y prestadores de servicios. 

Los destinatarios y prestadores de servicios de la Sociedad de la información podrán dirigirse a 
los Ministerios de Ciencia y Tecnología, de Justicia, de Economia y de Sanidad y Consumo, y a los 
órganos que determinen las respectivas Comunidades Autónomas y Entidades Locales, para: 

e Conseguir información general sobre sus derechos y obligaciones contractuaíes en el marco de 
la norniativa aplicable a la contratación electrónica. 

Inforn~arse sobre Ios procedimientos de resolución judicial y extrajudicial de conflictos, y 

e Obtener los datos de las autoridades, asociaciones u organizaciones que puedan facilitarles in- 
formación adicional o asistencia práctica. 

La comunicación con dichos órganos podri hacerse por medios electrónicos. 

Artículo 34. Cornuizícación de resoluciones relevantes. 

1. El Consejo General del Poder Judicial remitirá al Ministerio de Justicia, en la forma y con la 
periodicidad que se acuerde mediante Convenio entre ambos órganos todas las resoluciones 
judiciales que contengan pronunciamientos relevantes sobre la validez y eficacia de los contra- 
tos celebrados por vía electrónica, sobre su utilización como prueba en juicio, o sobre los dere- 
chos, obligaciones y régimen de responsabilidad de los destinatarios y los prestadores de ser- 
vicios de la Sociedad de la Información. 

2. Los órganos arbítrales y los responsables de los demás procedimientos de resolución extrajudicial 
de conflictos a que se refiere el articulo 32.1 comunicarán al Ministerio de Justicia los la~~dos  s 
decisiones que revistan importancia para la prestación de servicios de la Sociedad de la Informa- 
ción y ei comercio electrónico de acuerdo con los criterios indicados en el apartado anterior. 

3. En la comunicación de las resoluciones, laudos y decisiones a que se refiere este artículo, se 
tomarán las precauciones necesarias para salvaguardar el derecho a la intimidad y a la protec- 
ción de los datos personales de las personas identificadas en ellos. 

4. El Ministerio de Justicia remitirá a la Comisión Europea y facilitará el acceso de cualquier in- 
teresado a la información recibida de conformidad con este artículo. 
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Artículo 35. Supervisión y control. 

1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología controlará el cumplimiento por los prestadores de servi- 
cios de la sociedad de la información de las obligaciones establecidas en esta ley y en sus dis- 
posiciones de desarrollo, en lo que se refiere a 10s servicios propios de la Sociedad de la Infor- 
mación. 

No obstante, las referencias a los órganos competentes contenidas en los artículos 8, 10, 11, 
15, 16, 17 y 38 se entenderán hechas a los órganos jurisdiccionales o administrativos que, en 
cada caso, lo sean en función de la materia. 

2. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá realizar las actuaciones inspectoras que sean pre- 
cisas para el ejercicio de su función de control. 

Los funcionarios adscritos al Ministerio de Ciencia y Tecnología que ejerzan la inspección a 
que se refiere el apartado anterior tendrán la consideración de autoridad pública en el desem- 
peño de sus cometidos. 

3. En todo caso, y no obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando las conductas realiza- 
das por los prestadores de servicios de la Sociedad de la Información estuvieran sujetas, por 
razón de la materia o del tipo de entidad de que se trate, a ámbitos competenciales, de tutela o 
de supervisión específicos, con independencia de que se lleven a cabo utilizando técnicas y 
medios telemáticos o electrónicos, los órganos a los que la legislación sectorial atribuya com- 
petencias de control, supervisión, inspección o tutela específica ejercerán las funciones que les 
correspondan. 

Artículo 36. Deber de colaboración. 

1. Los prestadores de servicios de la Sociedad de la Información tienen la obligación de facilitar 
al Ministerio de Ciencia y Tecnología y a los demás órganos a que se refiere el artículo ante- 
rior toda la información y colaboración precisas para el ejercicio de sus funciones. 

Igualmente, deberán permitir a sus agentes o a1 personal inspector el acceso a sus instalaciones 
y la consulta de cualquier documentación relevante para la actividad de control de que se trate, 
siendo de aplicación, en su caso, lo dispuesto en la Ley 2911998, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. 

2. Cuando, como consecuencia de una actuación inspectora, se tuviera conocimiento de hechos 
que pudieran ser constitutivos de infracciones tipificadas en otras leyes, estatales o autonómi- 
cas, se dará cuenta de los mismos a los órganos u organismos competentes para su supervisión 
y sanción. 
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